CONTESTACIÓN ANTE EXIGENCIA DE HABILITACIÓN O INSPECCIONES DE CONTROL POR PARTE DE LAS MUNICIPALIDADES.

En primer lugar, existe un error esencial al confundir el ejercicio de una profesión con un comercio. La diferencia está reconocida por la propia constitución provincial que reserva la reglamentación de las profesiones a la Legislatura provincial, facultad no delegada a la Nación.

Por su lado, la Ley de derechos del consumidor 24240, que regula las relaciones entre comerciantes y prestadores de servicios en general y los consumidores, excluye expresamente a los profesionales universitarios que se regulan por las normas provinciales.

En tal sentido el artículo 2º de la ley establece: “No están comprendidos en esta ley los servicios de profesionales liberales que requieran para su ejercicio título universitario y matrícula otorgada por colegios profesionales reconocidos oficialmente o autoridad facultada para ello”.

La ley Orgánica de las municipalidades al referirse a los establecimientos asistenciales aclara que la reglamentación municipal solo es posible “en la medida que no se oponga a las normas que al respecto dicte la Provincia”.


Precisamente, el artículo 61 de la ley 8271, dispone en su texto originario como inciso h) ratificado por la ley modificatoria 13560 como inciso i):

“Sin perjuicio de lo que la Provincia establezca en forma general para el funcionamiento de los laboratorios en que se realicen análisis cuando los titulares de éstos sean Bioquímicos estarán sujetos a las siguientes disposiciones (…):

i) El Ministerio de Salud será la única autoridad encargada de la habilitación y control de los laboratorios, así como la única habilitada para percibir tasas por ello, sin perjuicio de las facultades propias del Colegio, y de las funciones que se le hubiesen delegado o que se delegaren en el futuro”. 

La reglamentación “general” establecida por la Provincia se encuentra en el Decreto 3280/90 que regula todos los establecimientos relacionados con la Salud Pública en TODO el territorio provincial.


Le transcribimos las normas fundamentales del Decreto, que regulan la materia:

ARTICULO 5°: El Ministerio de Salud, como Autoridad de Aplicación, por medio de sus dependencias específicas, otorgará las habilitaciones sanitarias solicitadas y ejercerá de manera permanente sus facultades de fiscalización sobre la estructura edilicia, equipamientos y recursos humanos de los establecimientos que desarrollen las actividades comprendidas en el Decreto-Ley 7.314, en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 6°: La habilitación sanitaria de los establecimientos, su ampliación, modificación o cambios de categoría, o cambios en su propiedad, edificios, ambientes, instalaciones y la incorporación de servicios serán otorgadas por el ente fiscalizador, cuando se reúnan las condiciones que establece la reglamentación para cada caso en particular.

ARTICULO 8°: Facúltase al Ministerio de Salud a determinar y establecer los aranceles por los servicios que preste la Dirección de Fiscalización Sanitaria, con motivo o en ocasión de cumplimentarse lo dispuesto en el artículo 6° del presente, ello sin perjuicio del pago en concepto de habilitación sanitaria que como tasa especial determina el artículo 14 del Decreto-Ley 7.314/67.

Respecto de los laboratorios de análisis clínicos la reglamentación se encuentra en los artículos 43 a 50 del Anexo Único de la Resolución 2519/15 del Ministerio de Salud, reglamentaria del Decreto 3280/90 modificado por el Decreto 448/14.

Claramente los artículo 43 y 45 establecen que los laboratorios solo pueden ser habilitados por el Ministerio de Salud quien realizará las inspecciones y el contralor.

Por otra parte es correcto que la Constitución Nacional reconoce que el poder de policía y la facultad impositiva en la Provincia los mantienen los municipios y la Provincia, pero no en forma duplicada.

El tema de la habilitación hace al poder de policía y no al impositivo. Como ya hemos visto, el poder de policía lo ejerce el Colegio de Bioquímicos de la Provincia de Buenos Aires y el Ministerio de Salud de manera exclusiva y excluyente dentro de su competencia.


En cuanto a lo “impositivo”, sin ninguna duda el municipio tiene el derecho a cobrar la tasa de alumbrado barrido y limpieza (o como se denomine en la Ordenanza municipal) como en cualquier domicilio no comercial. Pero no tasas por servicios que no le corresponde brindar como la seguridad e higiene o inspecciones de habilitación y funcionamiento, reservadas a los entes provinciales citados.

Queda también al municipio el derecho a reglar la radicación de los establecimientos, oficinas, estudios y demás lugares en que se ejerzan las profesiones universitarias regidas por leyes provinciales.


Aclarando absolutamente la cuestión la Suprema Corte de Justicia de la Provincia refiriéndose a las atribuciones de los municipios en los autos “COLEGIO DE BIOQUÍMICOS de la Provincia de Buenos Aires c/ Municipalidad de General Villegas”, promovida juntamente con el Colegio de Bioquímicos contra esa Municipalidad (Causa B-58.949), estableció: “lo que se reconoce al Municipio demandado se refiere exclusivamente a la “localización” o asiento del laboratorio y no a la “habilitación” y “contralor” del mismo privativos de la Provincia...”. Doctrina reiterada en autos “COLEGIO DE BIOQUÍMICOS de la Provincia de Buenos Aires c/Municipalidad de San Isidro” (Causa B.57824).

Cabe aclara que el dictamen municipal citó parcialmente esta última sentencia ya que, ante la falta de claridad de la decisión originaria, el Colegio de Bioquímicos pidió una aclaratoria de los alcances de las atribuciones municipales que se dictó en los términos transcriptos precedentemente. Acompaño copia de dichas aclaratorias.

Recordamos también a modo de ejemplo lo resuelto en los autos “COLEGIO DE ODONTÓLOGOS DISTRITO VII CONTRA MUNICIPALIDAD DE GENERAL VILLEGAS SOBRE INCONSTITUCIONALIDAD ORDENANZA 4008/03” (I -67878) de fecha 6 de abril de 2006: “Se encuentra probado –y así surge de la lectura de la norma- que el sujeto pasivo de la tasa municipal establecida son las actividades denominadas profesiones liberales no organizadas en forma de empresa. Respecto a esto último (…) es pertinente recordar que este Tribunal ha resuelto que es indudable que de acuerdo a la expresa disposición constitucional la regulación de todo lo concerniente al ejercicio de las profesiones liberales es facultad exclusiva de la Legislatura (conf. arts. 41 y 42 de la Constitución de la Provincia), y que el ejercicio de una profesión reglada por una ley –en el caso la 12.754-, supone la existencia de un complejo de deberes y derechos, mucho más si a través de ella se crean órganos con atribuciones de las que, normalmente, pueden ser ejercitadas con exclusividad por el Estado, como la de aplicar sanciones disciplinarias que llegan hasta la máxima de cancelación de la matrícula (arts. 5 inc. 2º y 29 inc. “c” de la ley 12.754). Tales atribuciones configuran un verdadero poder de policía que abarca todos los aspectos inherentes al ejercicio profesional, de modo que la intervención del poder comunal (en forma de ejercicio del poder tributario) produciría un quebrantamiento legal con la consiguiente lesión de una norma superior de derecho público (cfr. causas I. 1240, “Aldazabal”, sent. del 30-VI-87 e I. 2164, “Gonnet”, sent. del 23-IV-03)”.

En idéntico sentido al transcripto se había expedido el Tribunal Superior en autos “CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONÓMICAS c/ Municipalidad de General Villegas s/ declaración de inconstitucionalidad Ordenanzas 3430 y dec. 324/94” (Causa I 2173) y en autos “ALDAZABAL, Benito José s/ Demanda inconstitucionalidad” (Causa I.1240); en este último caso declaró inconstitucional toda forma de inspección municipal además de las tasas. También se expidió con igual criterio en I.13 “Arrillaga, Martha Graciela c/ Municipalidad de Pergamino. Inconstitucionalidad ordenanza fiscal e impositiva (en AyS 1976-2, pág.307); etc.


Lo resuelto repetidamente por la Suprema Corte en las causas que hemos transcripto y citado debería ser suficiente fundamento para que el Sr. Director de Asuntos Legales, que es abogado por lo que no puede invocar desconocimiento de la jurisprudencia, aconseje que el municipio cese en su pretensión de habilitar establecimientos en que se ejerce una profesión universitaria.


Ratificación del Ministerio de Salud.- Con motivo del intento de ejercer funciones de habilitación, contralor y cobro de tasas por otros municipios, ha tenido oportunidad de expedirse el Ministerio de Salud de la Provincia cuyas disposiciones transcribimos:


“Atento presentación del Colegio de Bioquímicos de la Provincia de Buenos Aires obrante a fojas 1/3, esta dependencia en su carácter de Autoridad de Aplicación del Decreto 3280/90, normativa que consigna los requisitos para la habilitación  de los Laboratorios de Análisis Clínicos en la Provincia de Buenos Aires, considera que la Autoridad Municipal no puede limitar ni alterar por disposición alguna las normas fijadas por la ley 7314/67 art. 10. Con lo informado gírese a la Municipalidad de San Isidro para su intervención”.(Expediente Nº 2900-90.236/14).


“Atento presentación del Colegio de Bioquímicos obrante a fojas 1/3, cabe dejar sentado que es facultad excluyente de esta autoridad sanitaria provincial la habilitación y contralor de los laboratorios de análisis clínicos radicados en la Provincia de Buenos Aires. Dicha potestad surge de la Ley 7314 y su Decreto Reglamentario 3280/90. Sentado lo expuesto gírese por intermedio de la Dirección de Servicios Técnicos Administrativos a la Municipalidad de Ezeiza para su conocimiento”. (Expediente Nº 2900-70.937/13). 


Adjuntamos copia de las resoluciones transcriptas.


Lugares de acceso al público.- Podemos agregar a lo expuesto, de por sí suficiente para que el municipio desista del intento de cobrar la tasa, que los lugares donde se ejercen las profesiones liberales no son de “acceso al público”.


Los lugares “públicos” son aquellos en los que cualquier persona puede entrar, transitar, quedarse, gozar de sus espacios libremente, etc.


De tal modo, pueden caracterizase las oficinas públicas, los espacios públicos en general, los establecimientos públicos de salud, educación, etc. Los lugares están abiertos y no se necesita ninguna autorización para ingresar y transitar. Podrían agregarse los comercios, en los que no se necesita ningún carácter especial para ingresar y transitar por ellos.

Los lugares  donde desarrollan sus tareas los profesionales liberales (estudios de arquitectos, abogados, ingenieros, contadores, etc., oficinas de escribanos, agrimensores o, en lo que aquí nos interesa, los establecimientos en los que se desempeñan Bioquímicos como laboratorios de análisis clínicos, por ejemplo) SON PRIVADOS Y NO PÚBLICOS. Nadie puede ingresar sin autorización ni transitar ni instalarse si no lo hace por algún motivo relacionado con la profesión y con la autorización del profesional o sus dependientes.


El hecho de que ingresen en ellos personas que no son los propietarios o titulares y sus dependientes no constituye al lugar como de “acceso público”. De lo contrario, serían públicos todos los hogares familiares en los que pueden entrar parientes, amigos, proveedores, personal de limpieza, etc. Este simple ejemplo demuestra el absurdo de cualquier interpretación en contrario.


Los lugares privados también pagan tasa, pero la de alumbrado, barrido y limpieza y no corresponde que se les apliquen dos imposiciones por un mismo motivo.


Recientes medidas cautelares dictadas contra la pretensión municipal.- La Justicia en lo contencioso administrativo ha hecho lugar a medidas cautelares trabadas considerando algunos de los fundamentos señalados precedentemente. Sin necesidad de profundizar en la cuestión ya se ha arribado al convencimiento de la improcedencia de la pretensión municipal.


Le recordamos lo resuelto en "CAJA SEG. SOC. PROF. CIENCIAS ECON. PCIA. BA C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA - OTROS JUICIOS": “…advierto que la pretensión cautelar se sustenta sobre bases "prima facie" verosímiles, toda vez que el hecho generador de la tasa consiste en una actividad que el Estado cumple y se relaciona directamente con la actividad del contribuyente (confr. Héctor B. Villegas, "Cursos de finanzas, derecho financiero y tributario", Ed. Depalma 1992, Pág. 90 y sgtes.), circunstancia que no se verifica prima facie en el caso de autos, en tanto el servicio estatal comprometido en el caso -inspección de seguridad, salubridad e higiene- no atañe directamente a los estudios y/o espacio físico donde ejerzan su profesión, cuya actividad se desarrolla en un ámbito privado, sin acceso indiscriminado al público en general como ocurre en un local comercial. De modo que la aplicación de la tasa en tales condiciones, deviene irrazonable (art. 28 de la CN), por no existir necesaria contraprestación estatal relacionada con su aplicación (art. 226 inc. 17 del Decreto-Ley 6769/58), y transmutaría el tributo en un impuesto encubierto, quebrantando el régimen federal de coparticipación (art. 9 inc. 2 de la Ley 23.548)”.-

Ese solo fundamento de hecho ha sido suficiente para frenar la pretensión municipal. 


Lo resuelto se ha reiterado en "COLEGIO DE KINESIOLOGOS DE LA PCIA DE BS.AS. C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA"; "COLEGIO DE MEDICOS DE LA PROV. DE BS. AS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA"; "COLEGIO DE ARQUITECTOS DE LA PCIA. DE BS. AS. C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES y otro/a S/PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA"; "CONSEJO SUP.DEL COLEGIO DE ABOGADOS-B.A, C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA"; "COLEGIO DE ODONTOLOGOS PCIA. DE BS. AS. CONSEJO SUPERIOR C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES y otro/a S/PRETENSION DECLARATIVA DE CERTEZA"

Finalmente, para que conozcan también el reconocimiento que los municipios hacen de las facultades provinciales le adjunto copia de una Resolución dictada en el municipio de Tres de Febrero que concuerda totalmente con lo manifestado precedentemente.

Por lo expuesto solicito que el Sr. Director de Asuntos Legales rectifique su dictamen admitiendo que no es facultad del municipio habilitar laboratorios de análisis clínicos ni ningún otro lugar en que se ejerza una profesión universitaria reglamentada por leyes provinciales. Caso contrario, pido que se eleven las actuaciones al Sr. Intendente a los efectos de que dicte un acto administrativo final que me permita recurrir a la Justicia en lo Contencioso Administrativo.

Saludo a Ud. muy atentamente.
